PAGE  
3

DIVISION DE ASESORIA Y GESTION JURÍDICA
8 de setiembre de 2008
DAGJ-1216-2008
Licenciada
Giselle Segnini Hurtado
Gerente, Área de Servicios Municipales 
División de Fiscalización Operativa y Evaluativa
Estimada licenciada:

Asunto: Consulta sobre contrataciones de servicios profesionales de la Municipalidad de Abangares con el Dr. Enrique Rojas Franco. 
Damos respuesta a su oficio FOE-SM-0929 de fecha 5 de junio del año en curso, mediante el cual plantea a esta División una serie de consultas con respecto a las contrataciones de servicios profesionales realizadas por la Municipalidad de Abangares con el Dr. Enrique Rojas Franco.  

I. Antecedentes de la consulta:

En su oficio nos indica lo siguiente:

Que el 27 de julio del 2000, la Municipalidad de Abangares promovió la contratación directa No. 2-2000 para la consultoría de servicios técnicos profesionales en Derecho, con el objeto de emprender la acciones legales en vía administrativa para el cobro de los impuestos e intereses correspondientes que adeudaban diferentes entidades privadas por concepto del 10% del valor de mercado que tiene el metro cúbico extraído de arena, piedra, lastre y sus derivados.

Que esa contratación se adjudicó al señor Enrique Rojas Franco, quien en la oferta que presentó manifestó que dada la complejidad del caso y el tiempo a emplear en la ejecución del procedimiento administrativo, establecía el precio en ¢2.950.000, precio firme y libre de toda variación.

Que en el contrato se agregaron algunas cláusulas que podían considerarse que afectan ese precio, ya que se dice que en caso de que el asunto se lleve a la vía judicial, el monto de los honorarios será establecido según el arancel o tabla de honorarios que rige del Colegio de Abogados de Costa Rica; y si el asunto se lleva a un tribunal arbitral, los honorarios se establecerán según la tabla o arancel del Colegio de Abogados; y que en ambos casos el monto del contrato será abonado a los honorarios que se fijarían en vía judicial o arbitral.
Que el contrato respectivo fue suscrito el 31 de octubre del 2000 y refrendado internamente por el Contador Municipal  el 8 de mayo del 2001. Se cancelaron los honorarios pactados en tres tractos, el último de los cuales se efectuó el 19 de setiembre del 2001, pero según lo indicado por el Alcalde de Abangares, a la fecha dicho contrato se encuentra vigente.

Que posteriormente, con fundamento en un acuerdo tomado por el Concejo Municipal en la sesión ordinaria No.51-2005 del 20 de diciembre del 2005, esa municipalidad autorizó la contratación de la segunda fase de cobro de tributos a la empresa Cemex de Costa Rica, con la firma de abogados Rojas Franco y Asociados, conforme al ordenamiento jurídico y en un plazo perentorio al mes de enero del 2006.

Que con fundamento en dicho acuerdo, la Municipalidad contrató y firmó con el señor Enrique Rojas Franco un segundo contrato, el 30 de enero del 2006, con el fin de llevar a cabo todas las gestiones administrativas y/o judiciales para exigir y recaudar los impuestos  que adeuda la empresa CEMEX S.A., por concepto del impuesto que se exige a los concesionarios de canteras, para los periodos fiscales 2001 al 2005, así como los respectivos procedimientos de rectificación o de fiscalización en los citados períodos. Además se comprometió a representar a la municipalidad si se presentaran acciones de amparo o inconstitucionalidad como resultado de las gestiones de cobro.

Que este segundo contrato es por resultados y sobre las costas que cancele la empresa demandada según el arancel de profesionales en Derecho, y si la controversia tributaria se sometiera a un arbitraje los honorarios se cobrarían según lo establecido en la tabla del Colegio de Abogados de Costa Rica, y si se resolviera en la vía administrativa los honorarios serán un 15% de lo recaudado.
II. Criterio del Despacho:
Con respecto al procedimiento de contratación seguido por la Municipalidad para contratar los servicios profesionales indicados, debe tomarse en consideración que al haberse pactado un precio fijo por la tramitación del asunto en la vía administrativa, más la posibilidad de un pago adicional no determinado por la tramitación del asunto en la vía judicial, la estimación de esas contrataciones se torna de cuantía inestimable y por lo tanto el procedimiento de contratación que correspondía realizar era, en principio, una licitación pública. Ello, por cuanto, el artículo 138 del actual Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa establece la potestad a esta Contraloría General de autorizar la contratación directa cuando existan razones suficientes para considerar que es la mejor forma de alcanzar la debida satisfacción del interés general, y según las razones expuestas en su oficio, este Despacho considera que para estos casos existen razones suficientes para haber otorgado una autorización de contratación directa.
Con respecto al trámite de refrendo, el artículo 3 del actual “Reglamento sobre el refrendo de las contrataciones de la Administración Pública” establece los supuestos en los cuales se requiere el refrendo contralor, y de conformidad con el inciso 1) de dicho artículo hay que considerar que por ser contrataciones de cuantía inestimable si requerían del refrendo contralor. 
Con respecto a la declaratoria de nulidad del contrato, hemos de indicar que el artículo 28 de nuestra Ley Orgánica también le otorga competencia a esta Contraloría General para declarar la nulidad absoluta que advierta en los actos o contratos administrativos de los sujetos pasivos. 
Sin embargo, la propia Municipalidad también tiene competencia para revisar lo actuado y tomar las acciones que en derecho correspondan, y en el caso en comentario nos parece que esa debe ser la vía, dadas las circunstancias expuestas, en el tanto se trata de contrataciones de servicios profesionales necesarios para la defensa de intereses municipales y recursos públicos. En este sentido debe tenerse presente lo establecido por la Sala Constitucional en el voto No. 14421 del 17 de diciembre del 2004, que entre otras cosas dice:
“IV.- LA NULIDAD EVIDENTE Y MANIFIESTA COMO PRESUPUESTO QUE HABILITA A LAS ADMINISTRACIONES PUBLICAS PARA EJERCER SU POTESTAD DE ANULACIÓN OFICIOSA DE ACTOS ADMINISTRATIVOS FAVORABLES PARA EL ADMINISTRADO. No cualquier grado de invalidez o nulidad autoriza a un ente u órgano público para decretar la anulación oficiosa de un acto administrativo declaratorio de derechos para un administrado, dado que, el ordenamiento jurídico administrativo exige que concurran ciertas características o connotaciones específicas y agravadas que la califiquen. La nulidad que justifica la revisión de oficio debe tener tal trascendencia y magnitud que debe ser, a tenor de lo establecido en el numeral 173, párrafo 1°, de la Ley General de la Administración Pública, “evidente y manifiesta”. Lo evidente y manifiesto es lo que resulta patente, notorio, ostensible, palpable, claro, cierto y que no ofrece ningún margen de duda o que no requiere de un proceso o esfuerzo dialéctico o lógico de verificación para descubrirlo, precisamente, por su índole grosera y grave. En tal sentido, basta confrontar el acto administrativo con la norma legal o reglamentaria que le dan cobertura para arribar a tal conclusión, sin necesidad de hermenéutica o exégesis ninguna. Es menester agregar que el numeral 173 de la Ley General de la Administración Pública no crea una suerte de bipartición de las nulidades absolutas, siendo algunas de ellas simples y otras evidentes y manifiestas, sino lo que trata de propiciar es que en el supuesto de las segundas sea innecesario o prescindible el análisis profundo y experto del juez contencioso-administrativo para facilitar su revisión en vía administrativa.”
Atentamente,

Lic. Carlos Andrés Arguedas Vargas 
Gerente de División 
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